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ACLARACIÓN  Y SALVAMENTO PARCIAL DE VOTO /OBJECIÓN DE DICTÁMEN NO DEBIÓ PROSPERAR / NO SE PROBÓ LA DEVALUACIÓN DEL BIEN Y NO HABÍA LUGAR A CONDENA ADICIONAL. No comparto la argumentación que contiene aquella providencia, concretamente respecto a la valoración probatoria que se hizo del segundo de los dictámenes periciales practicados en el proceso. A mi juicio, ha debido adoptarse la decisión con el primero de los peritajes, en cuanto al avalúo de la servidumbre por concepto de la parte del predio que ocupará, y no imponerse la condena adicional, por $349.934.000, por concepto de la desvalorización del bien, con la construcción de la torre de energía.
(…) 

A mi juicio, la sentencia no debió fundarse en el segundo dictamen pericial, que se practicó como prueba de las objeciones que formuló el apoderado de la parte demandante frente al que de manera inicial se rindió. En primer lugar, porque las  objeciones no estaban llamadas a prosperar, y en segundo, porque ninguno de los dos demuestra la existencia del daño, para fijar la indemnización por la desvalorización del bien que resultó afectado con la servidumbre.
(…)
De acuerdo con los razonamientos hasta aquí plasmados, no puede decirse que incurrieron los peritos en error grave en relación con el avalúo de la servidumbre de energía eléctrica. Por tanto, el segundo dictamen practicado para probar las objeciones formuladas, en relación con ese aspecto, no debía ser apreciado de manera exclusiva. Cuando menos ha debido serlo conjuntamente con el primero, de conformidad con el inciso 2º del artículo 241 del CPC.

(…).

Así las cosas, al apreciar la pericia en los términos del artículo 241 del Código de Procedimiento Civil, esto es, partiendo de la firmeza, precisión y calidad de su fundamentos, concluyo que carece de bases suficientes que den cuenta del daño que cuantificaron por concepto del menor valor del predio con la constitución de la servidumbre. Por tanto, no se les debió otorgar valor demostrativo, lo que imponía su desestimación, que valga decirlo, ni siquiera fue objeto de reclamo expreso por la demandada.
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Con todo el respeto que merecen mis demás compañeros de Sala, a continuación expongo las razones por las que aclaro y salvo parcialmente el voto, frente a la sentencia que por mayoría se aprobó, proferida en audiencia del pasado 12 de marzo, en el proceso de la referencia.

No comparto la argumentación que contiene aquella providencia, concretamente respecto a la valoración probatoria que se hizo del segundo de los dictámenes periciales practicados en el proceso. A mi juicio, ha debido adoptarse la decisión con el primero de los peritajes, en cuanto al avalúo de la servidumbre por concepto de la parte del predio que ocupará, y no imponerse la condena adicional, por $349.934.000, por concepto de la desvalorización del bien, con la construcción de la torre de energía, por las razones que a continuación expongo y que a mi juicio, son las que han debido servir de fundamento al fallo:
1.  De acuerdo con el artículo 233 del CPC, vigente para cuando se practicaron los dictámenes periciales en este proceso, ese medio de prueba le sirve al juez para verificar hechos del proceso que requieren de conocimientos especiales. Es decir, su finalidad radica en brindarle elementos de juicio sobre conocimientos especializados de los que ordinariamente carece, y que le permitirán adoptar su decisión con criterios objetivos.

Para su apreciación, de acuerdo con el artículo 241 del mismo código, deberá tenerse en cuenta la firmeza, precisión, calidad de sus fundamentos, competencia de los peritos y los demás elementos probatorios que obren en el proceso.

Ello, empero, no significa que las conclusiones que emitan los expertos deban ser acogidas de manera obligatoria e íntegra, pues el juez tiene libertad para apreciar y valorar la prueba, tarea en la que podrá acoger o no las conclusiones que emitan, de acuerdo con los parámetros de la última disposición citada. 

Así lo explica en su jurisprudencia la Corte Suprema de Justicia, que al respecto y analizando la prueba del daño, ha dicho: 

“Sobre el punto pertinente es recodar que la estimación de daños plasmada en una experticia no ata al juez, por cuanto es a este y no al auxiliar de la justicia al que corresponde decir el derecho. De allí que la Sala tenga por establecido que 

Es verdad averiguada que para el reconocimiento de un perjuicio se requiere, además de ser cierto y, en línea de principio, directo, que esté plenamente acreditado, existiendo para ello libertad de medios probatorios, tales como la confesión, los documentos, los indicios, las declaraciones de terceros, las inspecciones judiciales, los dictámenes de peritos, que sirven también para demostrar la cuantía del daño, etc. (art. 175 C.P.C.). 

Empero, corresponde al Juez, en desarrollo del principio de la sana crítica, de diáfana raigambre legal, apreciar  tales pruebas en conjunto, incluyendo, como es lógico y en el evento de haber sido recaudados, los peritajes, en cuya valoración debe tenerse siempre presente la firmeza, precisión, calidad de los fundamentos, competencia de los peritos y demás elementos de convicción (arts. 187 y 241 C.P.C.), siéndole permitido acoger como fruto de dicho escrutinio intelectivo sus conclusiones, bien de manera total, ora de forma parcial, pues “se tiene como asunto pacífico en la jurisprudencia que el juzgador no se encuentra imperativamente obligado a acatar el dictamen, ya que el Código de Procedimiento no consagra una tarifa científica” (Sent. de 30 de noviembre de 1999, exp. 5361), sin perder de vista, además, que la concreción del lucro cesante -punto que interesa de manera particular a la censura-, “...queda a la determinación racional del juez, pues sólo los beneficios ciertos son los tutelados por el derecho, y ninguna reacción jurídica puede conectarse al daño que afecta a un interés incierto, ya que el derecho no puede considerar las fantasías e ilusiones de eventuales ventajas”…, como lo preconiza con acierto el profesor italiano Adriano de Cupis, quien agrega que “Teniendo en cuenta las circunstancias y las actitudes del perjudicado, es como debe valorar el juez si una determinada ventaja se habría o no realizado a su favor. Aunque debe entenderse bien que la certidumbre, dentro del campo de lo hipotético, no puede ser absoluta, por lo que hay que conformarse con una certeza relativa, o sea, con una consideración fundada y razonable...” (CSJ SC 28 jun. 2000, rad. nº 5348).”  (Sentencia SC13021-2017 del 25 de agosto de 2017, MP. Dr. Aroldo Wilson Quiroz Monsalvo).
2. A mi juicio, la sentencia no debió fundarse en el segundo dictamen pericial, que se practicó como prueba de las objeciones que formuló el apoderado de la parte demandante frente al que de manera inicial se rindió. En primer lugar, porque las  objeciones no estaban llamadas a prosperar, y en segundo, porque ninguno de los dos demuestra la existencia del daño, para fijar la indemnización por la desvalorización del bien que resultó afectado con la servidumbre. 
Alegó el citado profesional, como razones para fundamentar el error grave en el primer dictamen pericial, las razones que en seguida se analizan:

a) Cada perito ha debido rendir su dictamen por separado, de acuerdo con las reglas establecidas en la ley 56 de 1981.

El artículo 21 de la ley 56 de 1981 dice: “El juez, al hacer la designación de peritos en los eventos previstos en el artículo 456 de C. de P. C., en todos los casos escogerá uno de la lista de auxiliares de que disponga el tribunal superior correspondiente y el otro de acuerdo con lo señalado en el artículo 20 del Decreto 2265 de 1969. En caso de desacuerdo en el dictamen se designará un tercer perito, dirimente, de la respectiva lista del Instituto Geográfico Agustín Codazzi.”

No manda entonces esa disposición que el dictamen sea rendido en forma separada por cada experto, aunque pudiera serlo, pero esa razón no es constitutiva de error grave. Además, porque tampoco se evidencia la existencia de desacuerdo entre los expertos que elaboraron su trabajo, sino todo lo contrario al suscribirlo en forma conjunta, sin que pueda pasarse por alto que en proveído del 5 de diciembre de 2014, el juzgado ordenó que el dictamen se presentara en forma conjunta por los dos peritos, sin que frente a esa decisión se hubiese interpuesto recurso alguno.

b) Afirmó que la Resolución del IGAC No. 620 de 2008 regula los procedimientos para los avalúos ordenados dentro del marco de la ley 388 de 1997 y esta se refiere a los que se practican en  expropiaciones administrativas; por tanto, para los de una servidumbre no se aplica aquella metodología. Los peritos plasmaron un método de reposición, el que a todas luces  es equívoco, pues solo se emplea para avaluar una construcción y en la franja que será afectada no existe alguna; de acuerdo con el artículo 3º de la Resolución 620 del IGAC, ese método busca establecer el valor comercial del bien a partir del costo total de la construcción a precios de hoy de un bien semejante al que es objeto de avalúo y restarle la depreciación acumulada; a ese valor se le adiciona el precio del terreno, para lo cual debe tenerse en cuenta la depreciación, que es considerada como la porción de vida útil que en términos económicos se debe descontar al inmueble por el tiempo de uso, toda vez que se debe avaluar la vida “remanente del bien”. En este caso, dice el abogado, se avaluaron las construcciones del predio que no resultan afectadas con la servidumbre de energía eléctrica; se extralimitaron entonces los peritos al incluir dentro del avalúo el costo de reposición.

Aunque la referida resolución se expidió con la finalidad indicada por el objetante, además para avaluar los inmuebles que adquieren por enajenación voluntaria la  Nación, las entidades territoriales, las áreas metropolitanas y asociaciones de municipios, los peritos en su trabajo emplearon los métodos de comparación o de mercado y de costo de reposición con fundamento además en el Decreto 1420 de 1998 que los consagra para finalidades diferentes al establecimiento de una servidumbre.

Empero, no señala el objetante cuál método debieron utilizar para realizar el avalúo y tampoco invocó la existencia de alguno, previamente definido en la ley, para establecer comercialmente el precio de una servidumbre.

En su trabajo, procedieron los expertos a determinar el costo de todo el inmueble, que incluye las construcciones en él existentes, para efectos de determinar el valor de la porción del predio que será ocupada con la servidumbre, sin que se haya aducido razón alguna que justificara excluirlas, pero sobre todo, no se aumentó su valor por la existencia de alguna edificación en el espacio que ocupó la torre de energía eléctrica.

c) Dijo el apoderado de la parte demandante que debieron los expertos hacer uso del método descrito en el artículo 1º de la resolución 620 de 2008, denominado método de comparación o de mercado.

No entiendo por qué, si considera el apoderado del actor que los métodos previstos en esa resolución no son aplicables al avalúo de una servidumbre, en otro aparte de su objeción reclame justamente lo contrario. El método que invoca, lo define el artículo 1º como “la técnica valuatoria que busca establecer el valor comercial del bien, a partir del estudio de las ofertas o transacciones recientes, de bienes semejantes y comparables al del objeto de avalúo. Tales ofertas o transacciones deberán ser clasificadas, analizadas e interpretadas para llegar a la estimación del valor comercial.”

De todas formas, aunque los peritos expresaron que a ese método acudirían, en realidad no se ajustaron en su trabajo a las reglas de esa disposición, pues a pesar de que realizaron una investigación económica y discriminaron, respecto de otros inmuebles el “valor pedido”, el “valor depurado” y el valor de las construcciones, no hay cómo deducir las fechas a que corresponden para determinar si son recientes; tampoco puede establecerse si corresponden a bienes semejantes al que a este caso interesa.
d) Alega el objetante que los peritos avaluaron el predio en su integridad, mas no la franja de la servidumbre, ni describieron por medio de parámetros técnicos cómo se establece el coeficiente para el cálculo del valor del terreno.

En mi concepto esa afirmación no se compadece con lo que plasma el peritaje, porque en este, luego de dar un valor a la totalidad del inmueble, procedieron los expertos a establecer el valor de la servidumbre teniendo en cuenta el área que la ocupará, de 12.030 metros y así establecieron su valor en $37.902.360.

3. De acuerdo con los razonamientos hasta aquí plasmados, no puede decirse que incurrieron los peritos en error grave en relación con el avalúo de la servidumbre de energía eléctrica. Por tanto, el segundo dictamen practicado para probar las objeciones formuladas, en relación con ese aspecto, no debía ser apreciado de manera exclusiva. Cuando menos ha debido serlo conjuntamente con el primero, de conformidad con el inciso 2º del artículo 241 del CPC.
Sin embargo, estimo que a ese primer dictamen debió concedérsele valor demostrativo teniendo en cuenta las investigaciones que realizaron los expertos en el mercado inmobiliario y porque para fundamentarlo tuvieron en cuenta la ubicación del predio, el acceso al sector, la cercanía con el municipio de Santa Rosa de Cabal, la infraestructura en materia de servicios públicos, la topografía, extensión, el uso del suelo permitido por el Plan de Ordenamiento Territorial y en general, todas sus características descritas en el documento que contiene el peritaje, lo que permite deducir la firmeza, precisión y calidad de sus fundamentos, sin que pueda decirse respecto de él que no cumplieron todas las formalidades  a que se refiere el artículo 1º de la Resolución 620 de 1998, porque su aplicación no resulta obligatoria cuando de avaluar una servidumbre se trata.

Empero, como en ese dictamen los peritos concluyeron que el valor de la indemnización por concepto de la servidumbre era de $37.902.360 y en la sentencia de primera instancia se acogió el segundo trabajo, al que se le dio un valor inferior, $36.840.450, a este debió estarse la Sala, como en efecto lo hizo, pero para no agravar la situación del apelante único y por las demás razones aquí expuestas. Es decir, con fundamento en esos argumentos, es que ha debido confirmase aquella providencia.
4. También objetó el apoderado del demandante el dictamen con el argumento de que el uso de la metodología del daño al remanente no está justificado, pues concluyeron los peritos que solo por soportar una servidumbre el predio será devaluado, sin ningún soporte, cuando el daño debe ser real, cierto, actual y verificable; la utilización de una metodología que equivoca el objeto, vicia en su integridad el avalúo, en contravía de lo que ordena el artículo 1 del Decreto 422 de 2000 que transcribe parcialmente, lo mismo que el artículo 241 del CPC, que considera debe ser tenido en cuenta. (folios 238 a 242).

Estimo que ese argumento no es constitutivo de error. En efecto, para que pueda hablarse de un error grave en el dictamen pericial es menester alegar la existencia de una equivocación de tal entidad que conduzca a producir conclusiones también erróneas. Sin embargo, no pueden tenerse por tales las inferencias a que lleguen los peritos sin un debido sustento, como aconteció en el caso concreto, en el que los inicialmente designados concluyeron que con la imposición de la servidumbre el predio presenta una pérdida de valor de $441.732.590, sin que las partes, ni el juzgado les hubiesen solicitado explicar las razones sobre las que se edificó tal conclusión.

Ese descuido se pretendió suplir con el segundo dictamen, en el que el perito indicó que realizada una investigación para establecer el efecto que genera una línea de conducción eléctrica sobre la explotación económica del predio, su óptimo desarrollo en plena producción de la actividad a que se dedica y la afectación en el valor final del mismo, se deben tener en cuenta algunas consideraciones que tomó de una página de internet, entre ellas los efectos visuales y los impactos ambiental, operacionales y sobre el uso de la tierra; el desbroce y control de la vegetación en las franjas de servidumbre y los riesgos para la salud y la seguridad.

Más adelante explicó que realizada la investigación directa, se concluye que la mayor parte de pérdida de valor está en el trazado de la línea de transmisión eléctrica de norte a sur, y que parte el predio en dos; respecto de este, se tenía el proyecto de desarrollar una parcelación de cincuenta y nueve lotes, el que se minimizó con la servidumbre y concluyó que antes su valor era de $1.266.463.000 y después del gravamen es de $916.529.000, por lo que la cuantía del daño es de $349.934.000 y fue este el valor reconocido en la sentencia como indemnización por el daño causado.

Empero, considero, los hechos en que sustentó este avalúo no aparecen debida ni científicamente probados, pues lo que hizo el perito fue plasmar un documento que tomó de una página de internet, como lo dice, que guarda relación con los efectos que genera una línea de conducción eléctrica, y sin justificación alguna, afirma que son aplicables al predio motivo de avalúo. 

También sostuvo, como sustento de su trabajo, que la mayor pérdida de valor del predio está en el trazado de la línea de transmisión eléctrica que parte el predio en dos, pero tal conclusión no puede ser acogida por la Sala porque el Reglamento Técnico de Instalaciones Eléctricas (RETIE), expedido el 30 de agosto de 2013 por el Ministerio de Minas y Energía, establece los requisitos que garantizan los objetivos legítimos de protección contra los riesgos de origen eléctrico, para lo cual se recopilaron los preceptos esenciales que definen el ámbito de aplicación y las características básicas de las instalaciones eléctricas y algunos requisitos que pueden incidir en las relaciones entre las personas que interactúan con las instalaciones eléctricas o el servicio y los usuarios de la electricidad, como se plasma en la introducción der tal documento, sin que haya señalado el experto si alguna de las previsiones fueron desconocidas por la accionante; tampoco explicó por qué se divide el predio en dos, ni cómo se afecta el terreno, porque del contenido de ese documento surge que tales líneas deben ser áreas o subterráneas y contar con distancias de seguridad.

Además, edificó su conclusión en el hecho de que desde el año 2000 se tenía el proyecto de desarrollar una parcelación de 59 lotes, pero con la línea de transmisión las expectativas del proyecto se minimizaron, y arrimó con su trabajo un plano que plasma la parcelación del predio en cuestión, realizado en septiembre de 2000 y dos conceptos de uso de suelo rural, expedidos por la Secretaría de Planeación Municipal de Santa Rosa de Cabal, que carecen de fecha de expedición. (folios 395 a 399 y 409).

Empero, la conclusión a que llegó el perito también carece de cualquier justificación que la respalde.

Surge de lo expuesto que en ninguno de los dictámenes presentados contiene un razonable soporte respecto de las conclusiones a que llegaron los peritos en relación con el aspecto que se analiza; sus resultados no se sustentan en hechos científicamente constatados que es lo que se busca obtener con una prueba como la que es objeto de valoración.

Así las cosas, al apreciar la pericia en los términos del artículo 241 del Código de Procedimiento Civil, esto es, partiendo de la firmeza, precisión y calidad de su fundamentos, concluyo que carece de bases suficientes que den cuenta del daño que cuantificaron por concepto del menor valor del predio con la constitución de la servidumbre. Por tanto, no se les debió otorgar valor demostrativo, lo que imponía su desestimación, que valga decirlo, ni siquiera fue objeto de reclamo expreso por la demandada. 

5. Por tanto, ha debido confirmarse solo parcialmente la sentencia que se revisa; revocarla en cuanto a la indemnización reconocida en el literal “A” del ordinal cuarto, para en su lugar negarla y  abstenerse de imponer condena en costas, de acuerdo con el numeral 3º del artículo 365 del CGP porque el recurso propuesto no prosperaba totalmente.
Atentamente, 
CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

Magistrada  




